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Sumilla: “(…) para determinar la falsedad o adulteración 
de un documento, este Tribunal ha sostenido en 
reiterados y uniformes pronunciamientos 
emitidos, que resulta relevante valorar la 
declaración efectuada por el supuesto órgano o 
agente emisor y suscriptor del documento 
cuestionado, manifestando no haberlo expedido, 
no haberlo firmado o haberlo efectuado en 
condiciones distintas a las expresadas en el 
documento objeto de análisis (…)” 

 

Lima, 14 de octubre de 2022 
 

VISTO en sesión del 14 de octubre de 2022, de la Segunda Sala del Tribunal de 
Contrataciones del Estado, el Expediente Nº 2028/2020.TCE, sobre el procedimiento 
administrativo sancionador contra la empresa SECURGRAMA S.R.L., LEPACOM E.I.R.L. 
y SOLUCIONES EFICIENTES PERU E.I.R.L., integrantes del CONSORCIO COATA por su 
presunta responsabilidad por haber presentado documentos falsos como parte de su 
oferta y por su presunta responsabilidad al haber incumplido injustificadamente con su 
obligación de perfeccionar el contrato, en el marco de la Licitación Pública N° 003-2019-
VIVIENDA/VMCS/PNSU-1, para la contratación de la ejecución de obra “Etapa I del 
proyecto mejoramiento y ampliación del sistema integral de agua potable y 
saneamiento en las localidades de Coata, Sucasco y Almozanche, distrito de Coata – 
Puno – Puno, CUI 2188775”, convocada por el Programa Nacional de Saneamiento 
Urbano; y atendiendo a lo siguiente: 
 
I. ANTECEDENTES: 
 

1. Según la información registrada en el Sistema Electrónico de Contrataciones del 
Estado – SEACE1, se advierte que el 26 de junio de 2019, el Programa Nacional de 
Saneamiento Urbano, en adelante la Entidad, convocó la Licitación Pública N° 003-
2019-VIVIENDA/VMCS/PNSU-1, para la contratación de la ejecución de obra 
“Etapa I del proyecto mejoramiento y ampliación del sistema integral de agua 
potable y saneamiento en las localidades de Coata, Sucasco y Almozanche, distrito 
de Coata – Puno – Puno, CUI 2188775”; por un valor referencial de 
S/ 37,879,446.29 (treinta y siete millones ochocientos setenta y nueve mil 
cuatrocientos cuarenta y seis con 29/100 soles), en adelante el procedimiento de 
selección. 
 
Dicho procedimiento de selección fue convocado bajo el marco normativo del 
Texto Único Ordenado de la Ley N° 30225, aprobado por el Decreto Supremo N° 

 
1  Obrante a folios 961 al 962 del expediente administrativo sancionador en formato PDF. 
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082-2019-EF, en adelante el TUO de la Ley2, y su Reglamento aprobado por el 
Decreto Supremo N° 344-2018-EF, en adelante el Reglamento 
 
De acuerdo con el cronograma, el 31 de julio de 2019, se realizó la presentación 
de ofertas y el 16 de agosto de 2019, se otorgó la buena pro del procedimiento de 
selección a favor del CONSORCIO COATA, integrado por las empresas 
SECURGRAMA S.R.L. (con R.U.C. N° 20348938704), LEPACOM E.I.R.L. (con R.U.C. 
N° 20491304490) y SOLUCIONES EFICIENTES PERU E.I.R.L. (con R.U.C. N° 
20603439156), en adelante, el Consorcio, cuyo consentimiento se registró el 4 de 
setiembre de 2019; sin embargo, al no cumplir con subsanar los documentos 
presentados para suscribir el contrato dentro del plazo otorgado por la Entidad, el 
24 de setiembre de 2019 se declaró la pérdida automática de la buena pro por 
medio de la plataforma web del SEACE. 
 
El 7 de octubre de 2019, la Entidad otorgó la buena pro del procedimiento de 
selección a favor de la empresa MEJESA S.R.L. (con R.U.C. N° 20506003351), por 
el monto de su oferta económica ascendente a S/ 34,091,501.67 (treinta y cuatro 
millones noventa y un mil quinientos uno con 67/100 soles), y el 6 de noviembre 
de 2019, suscribió con la Entidad el Contrato N° 93-2020/VIVIENDA/VMCS/PNSU. 

 
2. Mediante Oficio N° 136-2020/VIVIENDA/VMCS/PNSU/3.33 del 3 de setiembre de 

2020 y Formulario de Solicitud de Aplicación de Sanción – Entidad/Tercero4, 
presentados el 11 de setiembre de 2020 ante la Mesa de Partes del Tribunal de 
Contrataciones del Estado, en adelante el Tribunal, la Entidad puso en 
conocimiento que el Consorcio habría incurrido en causal de infracción por su 
supuesta responsabilidad al haber presentado documentos falsos a la Entidad, en 
el marco del proceso de selección. 
 
A efectos de sustentar su denuncia adjuntó, entre otros documentos, el Informe 
N° 066-2020/VIVIENDA/VMCS/PNSU/WQA.5 del 2 de setiembre de 2019, a través 
del cual señaló lo siguiente: 
 

• Sobre el Contrato N° 012-2012-IIA y el Acta de Recepción de Obra del 21 
de noviembre de 2013, a través de Escrito presentado el 5 de setiembre de 
2019, por el señor Norbil Satornicio Baldera, en su calidad de presidente 
del Instituto Internacional de apoyo ONG ante el Comité de selección, 

 
2  Publicado en el Diario Oficial El Peruano el 13 de marzo de 2019. Texto que compila la Ley N° 30225, Ley de 

Contrataciones del Estado, modificada por los Decretos Legislativos N° 1341 y 1444 
3            Obrante a folios 1 al 2 del expediente administrativo sancionador en formato PDF. 
4            Obrante a folios 2 del expediente administrativo sancionador en formato PDF. 
5   Obrante a folios 3 al 5 del expediente administrativo sancionador en formato PDF. 
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comunicó que la firma atribuida a su persona que aparece en el Contrato 
N° 012-2012-IIA suscrita con la empresa LEPACOM E.I.R.L., ha sido 
burdamente falsificada. En el mismo sentido, mediante Escrito del 10 
setiembre de 2019, reiteró no haber suscrito el aludido contrato ni el Acta 
de Recepción de Obra del 21 de noviembre de 2013.   
 

• En ese contexto, la Unidad de Administración en el marco de sus 
competencias, a través del Oficio N° 835-2019/VIVIENDA/VMCS/PNSU/3.3 
del 16 de setiembre de 2019, requirió a la Municipalidad Distrital de San 
Clemente, remita toda la información, debidamente documentada, 
referida a la ejecución de la obra objeto del Contrato N° 012-2012-IIA. 
 

• En respuesta, mediante el Oficio N° 328-2019-MDSC-ALC del 26 de 
setiembre de 2019, la Municipalidad Distrital de San Clemente adjuntó el 
Informe N° 769-2019-MDSCDDUO-GEPF, a través del cual concluyó que la 
obra antes señalada fue ejecutada por el CONSORCIO VILLA ESPERANZA 
(conformado por las empresas POSTES Y CONCRETOS DEL SUR S.R.L., 
CORPORACIÓN DE INGENIERIA, CONTRUCCIÓN Y DESARROLLO 
SOSTENIBLE INTERNACAIONAL S.A.C., Y KYM ICA E.R.L) y no por la empresa 
LEPACOM E.I.RL., como integrante del CONSORCIO COATA, por el monto 
ascendente a S/ 3,673,091.40, el cual también difiere con el monto del 
contrato en cuestión que asciende a S/ 25,000.555.00. Asimismo, adjuntó 
el Convenio N° 977-2013- VIVIENDA/VMCS/PNSU del 25 de setiembre de 
2013 celebrado entre el MVCS y la Municipalidad Distrital de San Clemente 
cuyo objeto fue transferir los recursos para ser destinados a la ejecución 
de la obra. 

 

• Pese a las gestiones realizadas, el Consorcio a través del Oficio N° 008-
2019-CC/RC del 23 de septiembre de 2019 manifestó que la empresa 
LEPACOM E.I.R.L., reitera haber suscrito el Contrato N° 012-2012-IIA del 23 
de noviembre de 2012, para lo cual adjuntó copias certificadas por el 
Notario público de Cañete Hubert Camacho Gálvez, dando fe de dicho 
contrato. 
 

• Sobre el Certificado de Vigencia del 17 de julio del 2019, Unidad de 
Administración por medio del Oficio N° 383-
2019/VIVIENDA/VMCS/PNSU/3.3 del 12 de setiembre de 2019 solicitó a la 
Zona Registral N° IX de la oficina Registral de Lima SUNARP - Sede Lima, 
que confirme la veracidad y/o exactitud del certificado de vigencia del 17 
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de julio del 2019, correspondiente al señor Nelson Alamiro Rojas Tarillo, 
titular gerente general de la empresa SECURGRAMA S.R.L. 
 

• Ante ello, mediante Oficio N° 657-2019-SUNARP-Z.RN IX/PUB-COORD del 
23 de setiembre de 2019, la SUNARP manifestó y dejó constancia que de 
la base datos del sistema de Publicidad registral (SPR) el certificado de 
vigencia con publicidad N° 2019-04605501, derivado de la Partida N° 
11012801 tiene como fecha de presentación el 27 de junio de 2019, con 
fecha de expedición el mismo día por el abogado certificador Mirko Javier 
Vera y no con la fecha que consta en la copia remitida materia de consulta, 
esto es, el 17 de julio de 2019. 
 

• Sobre la legalización de la firma del señor Lino Enrique Pinto Angulo, titular 
gerente de la empresa LEPACOM EIRL., contenida en la Promesa del 
Consorcio, la Unidad de Administración manifiesta que, a través del correo 
electrónico del 16 de julio de 2020, se reiteró a la Notaría Pública Cañete 
Itala A. Garrafa Peña para que cumpla con el requerimiento efectuado a 
través de la Carta N° 1162-2019/VIVIENDA/VMCS/PNSU/3.3 del 12 de 
setiembre del 2019, mediante la cual se le solicitó que confirme la 
veracidad de la legalización de la firma del 25 de julio del 2019 plasmada 
en el documento denominado “Promesa de Consorcio”, correspondiente 
al señor Lino Enrique Pinto Angulo, titular gerente de la empresa LECAPOM 
E.I.R.L. 

• Frente a ello, con correo electrónico de fecha 21 de julio de 2020, la Notaría 
Pública de Cañete Itala A. Garrafa Peña manifestó que ni la firma ni los 
sellos utilizados son auténticos; además, añadió que la legalización de la 
firma es de otra persona correspondiente al señor Nelson Alamino Rojas 
Tarrillo cuya firma fue legalizada por el Notario de Lima Hugo Echevarria 
Arellano según se verifica de la revisión de la Promesa del Consorcio Coata. 
En ese sentido, la Unidad de Administración concluyó que al no acreditarse 
que la documentación cuestionada es falsa, no podría determinarse que 
habría incurrido en alguna infracción. 

 

• En conclusión, el Consorcio presentó en el procedimiento de selección, 
documentos supuestamente falsos o adulterados que forman parte de su 
oferta, por lo que se habría configurado la infracción prevista en el literal 
j) del numeral 50.1 del artículo 50 del TUO de la Ley, hecho que debe ser 
puesto en conocimiento del Tribunal. 
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3. Con Decreto del 24 de mayo de 20226, se dispuso iniciar procedimiento 
administrativo sancionador contra las empresas SECURGRAMA S.R.L. (con R.U.C. 
N° 20348938704), LEPACOM E.I.R.L. (con R.U.C. N° 20491304490) y SOLUCIONES 
EFICIENTES PERU E.I.R.L. (con R.U.C. N° 20603439156), integrantes del 
CONSORCIO COATA, por su supuesta responsabilidad al incumplir 
injustificadamente con su obligación de perfeccionar el contrato y haber 
presentado, como parte de su oferta, documentación falsa o adulterada, en el 
marco del procedimiento de selección; infracciones tipificadas en los literales b) y 
j) del numeral 50.1 del artículo 50 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 30225, 
aprobado mediante Decreto Supremo N° 082-2019-EF, consistente en: 
 
Documentos presuntamente falsos o adulterados: 
 

i) Contrato de Ejecución de Obras - Contrato N° 012- 2012-IIA de Ejecución 
de Obra: “Mejoramiento del sistema de agua potable en los sectores 
Asociación de Damnificados Villa Esperanza, Nueva Agua Santa, Edy 
García Mendoza, Zona Ganadera e instalación de desagüe en el sector 
Asociación de Damnificados Villa Esperanza en el centro poblado Agua 
Santa y otros Distritos de San Clemente, Provincia de Pisco, Región Ica” 
del 23 de noviembre de 2012, supuestamente suscrito entre el Instituto 
Internacional de Apoyo y Bienestar de la Madre Gestante, Niño y 
Adolescente y la empresa LEPACOM E.I.R.L. (Pág. 69 a 79 Archivo PDF). 
 

ii) Acta de Recepción de Obra del 21 de noviembre de 2013, supuestamente 
emitida en el marco de la ejecución de la obra: “Mejoramiento del 
sistema de agua potable en los sectores asociación de damnificados Villa 
Esperanza, Nueva Agua Santa, Edy García Mendoza, Zona Ganadera e 
instalación de desagüe en el sector asociación de damnificados Villa 
Esperanza en el Centro Poblado Agua Santa y otros distritos de San 
Clemente, provincia de Pisco, Región Ica”, y supuestamente suscrita por, 
entre otros, el Presidente del Instituto Internacional de Apoyo y Bienestar 
de la Madre Gestante, Niño y Adolescente E.I.R.L. (Pág. 108 Archivo PDF). 
 

iii) Certificado de vigencia del 17 de julio de 2019, supuestamente emitido 
por el abogado certificador Mirko Javier Cajo Vera de la Zona Registral N° 
IX – Sede Lima - SUNARP. (Pág. 91 a 93 Archivo PDF). 
 

iv) Anexo N° 5 Promesa de Consorcio del 24 de julio de 2019, en el que 
consta la legalización notarial de la firma del señor Lino Enrique Pinto 

 
6  Obrante a folios 970 al 979 del expediente administrativo sancionador en formato PDF.  
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Angulo, supuestamente efectuada por la Notaría Pública de Cañete, 
ÍTALA A. GARRAFA PEÑA. (Pág. 49 a 51 Archivo PDF) 

 
En ese sentido, se dispuso notificar a los integrantes del Consorcio para que dentro 
del plazo de diez (10) días hábiles cumpla con formular sus descargos, bajo 
apercibimiento de resolver el procedimiento sancionador con la documentación 
obrante en el expediente administrativo. 

 
4. Con Decreto del 26 de mayo de 20227, se tuvo por efectuada la notificación del 

Decreto del 24 de mayo de 2022 a los integrantes del Consorcio, que dispuso el 
inicio del procedimiento administrativo sancionador, a través de la “Casilla 
Electrónica del OSCE” el 25 de mayo de 2022, surtiendo efectos desde el día hábil 
siguiente, esto es, desde el 26 de mayo de 2022. 

 
5. Por medio de Escrito N° 18, presentado el 8 de junio de 2022, ante la Mesa de 

Partes Digital del Tribunal, la empresa SOLUCIONES EFICIENTES PERU E.I.R.L. se 
apersonó al procedimiento administrativo sancionador y presentó sus descargos 
en los siguientes términos: 
 

• En cuanto a la presentación de documentos falsos o adulterados considera 
pertinente señalar que su representada no era responsable del aporte 
documental relacionada a la acreditación de la experiencia en la 
especialidad, correspondiendo dicha obligación y responsabilidad a las 
empresas SECURGRAMA S.R.L. y LEPACOM E.I.R.L., tal como se advierte del 
Anexo N° 5 - Promesa de Consorcio del 24 de julio de 2019.  
 

• Agrega que en el numeral vii) del Anexo N° 02 – Declaración Jurada (Art. 
52 del Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado) los 
representantes legales de las empresas LEPACOM E.I.R.L. y SECURGRAMA 
S.R.L., declararon bajo juramento: “Ser responsable de la veracidad de los 
documentos e información que presentan en el presente procedimiento de 
selección”, infringiendo su deber de actuar de buena fe y dentro de los 
parámetros establecidos por la normativa de contrataciones del Estado, al 
haber presentado documentos que se acreditan como falsos o 
adulterados. 
 

• Asimismo, según se observa en el Anexo N° 10 – Experiencia del Postor en 
la Especialidad, suscrito por el representante común del Consorcio, la 

 
7  Obrante a folios 980 al 982 del expediente administrativo sancionador en formato PDF. 
8  Obrante a folios 984 al 1001 del expediente administrativo sancionador en formato PDF. 
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empresa LEPECOM E.I.R.L era responsable de aportar la experiencia, entre 
las cuales, se encuentra aquella vinculada al Contrato de Ejecución de 
Obras N° 012-2012-IIA, cuya veracidad se cuestiona. 
 

• Así, habiéndose acreditado que la responsabilidad del aporte documental 
materia de cuestionamiento recae sobre sus consorciados, solicita la 
individualización de la responsabilidad de conformidad con el artículo 13 
del TUO de la Ley y el artículo 220 del Reglamento. 
 

• Además, solicita que el Tribunal tome en consideración los medios de 
prueba documental de fecha y origen ciertos contenidos en la oferta 
presentada por el Consorcio, los cuales acreditan que su representada no 
era responsable de la presentación de los documentos cuestionados 
conforme a lo establecido en el Acuerdo de Sala Plena N° 05- 2017.TCE. 
 

• Invoca los criterios establecidos en las Resoluciones N° 2512-2019-TCE-S4, 
1440-2019-TCE-S4 y 2748-2019-TCE-S4. 
 

• En cuanto al incumplimiento injustificado de su obligación de perfeccionar 
el contrato, sostiene que la Entidad no ha señalado en su Informe N° 66- 
2020/VIVIENDA/VMCS/PNSU/WQA del 2 de setiembre de 2020 que las 
observaciones efectuadas eran de orden técnico como legal, para lo cual 
únicamente les proporcionó dos (2) días, habiéndose solicitado poder 
entregar la documentación requerida el 23 de setiembre de 2020, como en 
efecto se hizo. 
 

• Solicita el uso de la palabra. 
 

6. A través del Escrito N° 19, presentado el 28 de junio de 2022, ante la Mesa de 
Partes Digital del Tribunal, la empresa SECURGRAMA S.R.L. se apersonó al 
procedimiento administrativo sancionador y presentó sus descargos de manera 
extemporánea, señalando lo siguiente: 

 

• Respecto a la supuesta presentación de documentación falsa o adulterada, 
señala que las obligaciones de las empresas consorciadas se determinaron 
en la Promesa de Consorcio, entre las cuales se advierte la de ser 
responsables de proporcionar experiencias en obras similares, por lo que 
cada una de las consorciadas aportaron individualmente la experiencia de 

 
9  Obrante a folios 1011 al 1042 del expediente administrativo sancionador en formato PDF. 
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sus empresas, siendo la documentación cuestionada correspondiente al 
aporte realizado por la empresa LEPACOM E.I.R.L. 
 

• Por otra parte, la legalización de las firmas en el Anexo N° 5 Promesa de 
Consorcio del 24 de julio de 2019 se efectuó por cada empresa de forma 
individual en diferentes notarias, advirtiéndose que la legalización de la 
firma del señor Lino Enrique Pinto Angulo, representante legal de la 
empresa LEPACOM E.I.R.L se realizó en la Notaría Pública de Cañeta, Ítala 
A. Garrafa Peña, debiendo dicha empresa presentar sus descargos 
respectivos. 
 

• Además, destaca que la empresa LEPACOM E.I.R.L en la Promesa de 
Consorcio tenía la obligación específica de verificar y proporcionar 
experiencia de profesionales claves solicitados y equipamiento estratégico, 
por lo que en el ejercicio de su deber de diligencia tenía la obligación de 
verificar la autenticidad de la documentación que conformaba la oferta 
previa presentación a la Entidad, más aún si los documentos cuestionados 
le correspondían. 
 

• En relación al Certificado de Vigencia, emitido el 27 de junio de 2019, por 
el abogado verificador Mirko Javier Cajo Vera de la Zona Registral N° IX-
SEDE LIMA – SUNARP, precisa que dicho documento se presentó de 
manera presencial en físico y original como parte de la oferta del Consorcio 
Coata; no obstante, en virtud de la solicitud efectuada por la Entidad a 
través del Oficio N° 383-2019/VIVIENDA/VMCS/PNSU/3.3 del 12 de 
setiembre de 2019, la SUNARP mediante Oficio N° 657-2019-SUNARP-Z.RN 
IX/PUB-COORD del 23 de setiembre de 2019 manifestó que la fecha de 
presentación del aludido documento es el 27 de junio de 2019 con fecha 
de expedición del mismo día, y no con la fecha que consta en la copia 
remitida materia de consulta que es el 27 de julio de 2019. Por tanto, en 
aplicación del principio de verdad material previsto en el numeral 1.11 del 
artículo IV del Título Preliminar del TUO de LPAG, solicita al Tribunal que, 
conforme a sus atribuciones, requiera a la Entidad la inmediata remisión 
de todos los documentos originales contenidos en el expediente de 
contratación a fin efectuar por su lado una pericia de parte.  
 

• Sin perjuicio de lo señalado, sostiene que debe tenerse en cuenta que de 
la revisión del Oficio N° 657-2019-SUNARP-Z.RN IX/PUB-COORD del 23 de 
setiembre de 2019, remitido por SUNARP; se advierte que el trámite para 
la obtención del certificado de vigencia es célere y breve, por lo que 
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descarta de plano la posibilidad de que se haya producido la adulteración 
de la fecha de emisión del referido certificado; además, la verificación de 
la veracidad de un certificado de vigencia emitido por SUNARP puede 
realizarse con la sola revisión del código QR impreso en el mismo 
documento. 
 

• Enfatiza en que según la Promesa de Consorcio, la empresa LEPACOM 
E.I.R.L. tenía la obligación de realizar la presentación de la oferta del 
Consorcio Coata ante la Entidad, siendo pertinente señalar que para la 
determinación de la responsabilidad administrativa por la presentación de 
documentación falsa o adulterada contenida en la oferta de proveedores 
que participan en consorcio, corresponde identificar el sujeto activo de la 
conducta infractora de acuerdo a las obligaciones establecidas para cada 
consorciada.  
 

• Respecto al incumplimiento de perfeccionamiento del contrato, sostiene 
que la obligación de presentar la documentación para la suscripción del 
contrato recae sobre la empresa LEPACOM E.I.R.L. conforme a la Promesa 
de Consorcio. No obstante, precisa que no hubo falta de interés, mucho 
menos incumplimiento injustificado, pues previamente el Consorcio Coata 
con Escrito del 20 de setiembre de 2019 comunicó a la Entidad que se 
subsanaron las observaciones formuladas por el Área de Abastecimiento y 
Control Patrimonial, y que las observaciones del Área Técnica serían 
subsanadas el 23 de setiembre de 2019; a pesar de ello, mediante 
Memorando N° 4108-2019/VIVIENDANIMCS/PNSU/4.1 del 24 de 
setiembre de 2019, la Entidad indicó sin mayor motivación que el postor 
no cumplió con subsanar todas las observaciones realizadas para la 
suscripción del contrato, señalando que la comunicación del 23 de 
setiembre de 2019 se efectuó fuera de plazo. 
 

• Además, manifiesta que en el caso en concreto resulta aplicable lo 
dispuesto en el numeral 50.3 del artículo 50 de la TUO de la Ley, 
admitiéndose la posibilidad de justificar la conducta del administrado. 
 

• Solicita la individualización de la responsabilidad administrativa previa 
valoración de las obligaciones de las empresas consorciadas determinadas 
en la Promesa de Consorcio del 24 de julio de 2019.  
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• Invoca la aplicación de los principios de legalidad, tipicidad, culpabilidad y 
causalidad, para lo cual cita la sentencia del Tribunal Constitucional recaído 
en el Expediente N° 156-2012-PH-TC 

 
7. Con Decreto del 19 de julio de 202210, se tuvo por apersonada y por presentados 

los descargos de la empresa SOLUCIONES EFICIENTES PERU E.I.R.L., dejándose a 
consideración de la Sala su solicitud del uso de la palabra; se tuvo por apersonada 
a la empresa SECURGRAMA S.R.L., dejándose a consideración de la Sala sus 
descargos presentados de manera extemporánea; y se hizo efectivo el 
apercibimiento de resolver el presente procedimiento sancionador con la 
documentación obrante en autos respecto de la empresa LEPACOM E.I.R.L., 
debido a que no se apersonó ni presentó sus descargos. Adicionalmente, se 
dispuso remitir el expediente a la Segunda Sala del Tribunal, siendo recibido por 
el vocal ponente el 1 de agosto de 2022. 
 

8. Por medio Escrito N° 2, presentado el 1 de agosto de 2022, ante la Mesa de Partes 
Digital del Tribunal, la empresa SOLUCIONES EFICIENTES PERU E.I.R.L. presentó 
sus descargos adicionales, precisando lo siguiente:  
 

• Respecto de la presentación de documentos falsos o adulterados, refiere 
que en el Anexo N° 5 – Promesa de Consorcio de la oferta presentada por 
el Consorcio se señalaron expresamente las obligaciones correspondientes 
a cada uno de los consorciados, estableciéndose que las empresas 
SECURGRAMA S.R.L y LEPACOM E.I.R.L. tenían la obligación de 
proporcionar la experiencia en obras similares para acreditar el requisito 
de calificación referido a la experiencia en la especialidad, por lo que su 
representada no era responsable del aporte documental que es materia de 
cuestionamiento por su falsedad o adulteración. 
 

• Al respecto, acota que el representante común del Consorcio, el señor 
Nelson Alamiro Rojas Tarrillo, quien a su vez es representante legal de la 
empresa SECURGRAMA S.R.L., era responsable de proporcionar los 
documentos para la acreditación de la experiencia en la especialidad, 
ratificándose con ello que su empresa no tiene responsabilidad respecto a 
los hechos de falsedad o adulteración que se les imputan. 
 

• Agrega que en el Acuerdo de Sala Plena N° 005- 2017/TCE, se establece 
que para que proceda la individualización de responsabilidades en base a 
la Promesa Formal de Consorcio, ésta debe tener una asignación explícita 

 
10  Obrante a folios 1059 al 1060 del expediente administrativo sancionador en formato PDF. 
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en relación al aporte del documento o a la ejecución de alguna obligación 
específica de la cual se pueda identificar su aporte, lo que resulta aplicable 
al presente caso. 
 

• Además, en atención al principio de la buena fe contractual su 
representada consideró respecto del aporte documental del que se 
hicieron responsables sus consorciados, que ellos también actuaban de 
buena fe y en cumplimiento de los principios que rigen el accionar de los 
actores que participan en un procedimiento de contratación pública bajo 
el marco de la Ley y su Reglamento, por lo que no dudó de la autenticidad 
de los documentos aportados y adjuntados en la oferta o de que podrían 
adulterar los documentos que ellos mismos estaban obligados a entregar, 
infringiendo su deber de actuar de buena fe y dentro de los parámetros 
establecidos por la normativa de contrataciones del Estado 
 

• Reitera su solicitud de individualización de la responsabilidad en virtud del 
Acuerdo de Sala Plena N° 05-2017/TCE al haberse acreditado que la 
responsabilidad del aporte documental materia de cuestionamiento recae 
sobre sus consorciados, debiendo considerarse los medios de prueba 
documental de fecha y origen ciertos contenidos en la oferta presentada 
por el Consorcio; así como, los casos similares analizados en las 
Resoluciones N° 2512-2019-TCE-S4, 2748-2019-TCE-S4 y 2222-2022-TCE-
S3, atendiendo a que en el presente caso, se puede individualizar la 
responsabilidad de los consorciados en base a la promesa formal de 
consorcio o contrato de consorcio. 
 

• Respecto del incumplimiento de su obligación de perfeccionar el contrato, 
señala que su representada cumplió con presentar todos los documentos 
correspondientes para la firma de contrato, por lo que cualquier 
responsabilidad que se derive por la no suscripción del mismo deberá ser 
imputable a quienes que no cumplieron. 
 

• Solicita se exonere de responsabilidad administrativa a su representada 
respecto de los cargos indebidamente imputados en su contra, toda vez 
que no cabe aplicar la responsabilidad solidaria por carecer de asidero 
fáctico y jurídico.  

 
9. Mediante Decreto de 3 de agosto de 2022, se dejó a consideración de la Sala los 

descargos adicionales presentados por la empresa SOLUCIONES EFICIENTES PERU 
E.I.R.L. 
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10. Con Decreto del 26 de agosto de 2022, se programó audiencia pública para el 6 de 
septiembre de 2022, la misma que se llevó a cabo con la participación de la 
empresa SOLUCIONES EFICIENTES PERU E.I.R.L. 

 
11. A través del Decreto del 5 de septiembre de 2022, se dejó a consideración de la 

Sala, la solicitud realizada por la empresa SECURGRAMA S.R.L. mediante escrito 
N° 02 presentado el 2 de septiembre de 2022 por medio de la Mesa de Partes 
Digital del Tribunal, en el cual solicitó al Tribunal disponer que se realice una 
pericia documentoscópica sobre el Certificado de Vigencia que se encuentra 
cuestionado en el presente expediente administrativo.  
 

12. Mediante Decreto del 20 de septiembre de 2022, se dispuso acumular los 
actuados del expediente administrativo N° 3637/2019.TCE, al expediente 
administrativo sancionador N° 2028/2020.TCE y continuar el procedimiento según 
el estado de este último, y con la documentación que se adjunta. 
 

13. Con Decreto del 12 de octubre de 2022, a fin de que la Segunda Sala del Tribunal 
cuente con mayores elementos de juicio al momento de emitir pronunciamiento 
se requirió lo siguiente: 

 
“A LA NOTARIA PÚBLICA GARRAFA DE CAÑETE 
 
Sírvase confirmar expresa y concretamente si su despacho realizó la certificación 
notarial de la firma del señor Lino Enrique Pinto Angulo, Gerente de la empresa 
LEPACOM E.I.R.L. en el documento denominado “Promesa de Consorcio” de fecha 
24 de julio de 2019”. 
 

II. FUNDAMENTACIÓN: 
 

1. El procedimiento administrativo sancionador se ha iniciado contra el Consorcio, 

por su presunta responsabilidad al haber presentado, como parte de su oferta, 

supuesta documentación falsa o adulterada; e incumplir injustificadamente con su 

obligación de perfeccionar el contrato, infracciones que se encuentran tipificadas 

en los literales b) y j) del numeral 50.1 del artículo 50 del TUO de la Ley N° 30225; 

normativa vigente al momento de ocurrido los hechos imputados.  
 

Normativa aplicable 
 

2. Conforme ha sido mencionado, el presente procedimiento administrativo 

sancionador está referido a la presunta responsabilidad de los integrantes del 

Consorcio, por haber presentado como parte de su oferta, supuesta 
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documentación falsa o adulterada, hecho que se habría configurado el 31 de julio 

de 2019, fecha en la que el Consorcio presentó su oferta para el procedimiento de 

selección. 

 

Asimismo, sobre la presunta responsabilidad por haber incumplido 

injustificadamente con su obligación de perfeccionar el contrato, se habría 

configurado el 20 de septiembre de 2019, fecha límite que tenía el Consorcio para 

presentar los documentos necesarios para perfeccionar el contrato. 

 
De lo expuesto, se aprecia que, para ambas situaciones la normativa vigente es el 
Texto Único Ordenado de la Ley N° 30225, Ley de Contrataciones del Estado, 
aprobado por Decreto Supremo N° 082-2019-EF, y su Reglamento, aprobado 
mediante el Decreto Supremo N° 344-2018-EF, normativa aplicable al presente 
caso. 
 
Sobre la presunta presentación de documentos falsos o adulterados  
 

Naturaleza de la infracción 

 

3. El literal j) del numeral 50.1 del artículo 50 del TUO de la Ley establece que los 

agentes de la contratación incurrirán en infracción susceptible de sanción cuando 

presenten documentos falsos o adulterados a las Entidades, al Tribunal de 

Contrataciones del Estado, al Registro Nacional de Proveedores (RNP), al 

Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado (OSCE), o a la Central de 

Compras Públicas – Perú Compras. 

 
4. Sobre el particular, es importante recordar que uno de los principios que rige la 

potestad sancionadora de este Tribunal es el de tipicidad, previsto en el numeral 

4 del artículo 248 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, Ley del 

Procedimiento Administrativo General, aprobado mediante Decreto Supremo N° 

004-2019-JUS, en adelante, el TUO de la LPAG, en virtud del cual solo constituyen 

conductas sancionables administrativamente las infracciones previstas 

expresamente en normas con rango de ley mediante su tipificación como tales, sin 

admitir interpretación extensiva o analogía. Por tanto, se entiende que dicho 

principio exige al órgano que detenta la potestad sancionadora, en este caso al 

Tribunal, que analice y verifique si, en el caso concreto, se ha configurado el 

supuesto de hecho previsto en el tipo infractor que se imputa a determinado 

administrado, es decir —para efectos de determinar responsabilidad 

administrativa— la Administración debe crearse convicción de que el 
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administrado que es sujeto del procedimiento administrativo sancionador ha 

realizado la conducta expresamente prevista como infracción administrativa. 

 
5. Atendiendo a ello, en el presente caso corresponde verificar —en principio— que 

los documentos cuestionados (falsos o adulterados) fueron efectivamente 

presentados ante una Entidad contratante (en el marco de un procedimiento de 

contratación pública), ante el Tribunal, ante el RNP, ante el OSCE, o ante la Central 

de Compras Públicas – Perú Compras.  

 
Adicionalmente, al amparo del principio de verdad material consagrado en el 
numeral 1.11 del artículo IV del Título Preliminar del TUO de la LPAG, que impone 
a la autoridad administrativa el deber de adoptar todas las medidas probatorias 
necesarias autorizadas por ley, al margen que no hayan sido propuestas por los 
administrados o estos hayan acordado eximirse de ellas, el Tribunal tiene la 
facultad de recurrir a otras fuentes de información que le permitan corroborar y 
crear certeza de la presentación del documento cuestionado. Entre estas fuentes 
se encuentra comprendida la información registrada en el SEACE, así como la 
información que pueda ser recabada de otras bases de datos y portales web que 
contengan información relevante. 

 
6. Una vez verificado dicho supuesto, y a efectos de determinar la configuración de 

cada una de dichas infracciones, corresponde evaluar si se ha acreditado la 

falsedad o adulteración, de la documentación presentada, en este caso, ante la 

Entidad, independientemente de quién haya sido su autor o de las circunstancias 

que hayan conducido a su falsificación o adulteración; ello en salvaguarda del 

principio de presunción de veracidad, que tutela toda actuación en el marco de las 

contrataciones estatales, y que, a su vez, integra el bien jurídico tutelado de la fe 

pública. 

 
Ello se sustenta así, toda vez que en el caso de un posible beneficio derivado de la 
presentación de un documento falso o adulterado, que no haya sido detectado en 
su momento, éste será aprovechable directamente, en sus actuaciones en el 
marco de las contrataciones estatales, por el proveedor, participante, postor o 
contratista que, conforme lo dispone el párrafo inicial del numeral 50.1 del artículo 
50 del TUO de la Ley, son los únicos sujetos pasibles de responsabilidad 
administrativa en dicho ámbito, ya sea que el agente haya actuado de forma 
directa o a través de un representante, consecuentemente, resulta razonable que 
sea también éste el que soporte los efectos de un potencial perjuicio, en caso se 
detecte que dicho documento es falso o adulterado.  
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En ese orden de ideas, para demostrar la configuración de los supuestos de hecho 
de falsedad o adulteración de la documentación cuestionada, conforme ha sido 
expresado en reiterados y uniformes pronunciamientos de este Tribunal, se 
requiere acreditar que éste no haya sido expedido o suscrito por quien aparece en 
el mismo documento como su autor o suscriptor; o que, siendo válidamente 
expedido o suscrito, haya sido posteriormente adulterado en su contenido. 
 

7. En cualquier caso, la presentación de un documento falso o adulterado, supone el 

quebrantamiento del principio de presunción de veracidad, de conformidad con 

lo establecido en el numeral 1.7 del artículo IV del Título Preliminar del TUO de la 

LPAG.  

 
Cabe precisar que el tipo infractor se sustenta en el incumplimiento de un deber, 
que, en el presente caso, se encuentra regulado por el numeral 4 del artículo 67 
del TUO de la LPAG, norma que expresamente establece que los administrados 
tienen el deber de comprobar, previamente a su presentación ante la Entidad, la 
autenticidad de la documentación sucedánea y de cualquier otra información que 
se ampare en la presunción de veracidad. De manera concordante con lo 
manifestado, el numeral 51.1 del artículo 51 del mismo cuerpo legal, además de 
reiterar la observancia del principio de presunción de veracidad, dispone que las 
declaraciones juradas, los documentos sucedáneos presentados y la información 
incluida en los escritos y formularios que presenten los administrados para la 
realización de procedimientos administrativos, se presumen verificados por quien 
hace uso de ellos. 
 

8. Sin embargo, conforme al propio numeral 1.7 del artículo IV del Título Preliminar 

del TUO de la LPAG, la presunción de veracidad admite prueba en contrario, en la 

medida que es atribución de la Administración Pública verificar la documentación 

presentada. Dicha atribución se encuentra reconocida en el numeral 1.16 del 

mismo artículo, cuando, en relación con el principio de privilegio de controles 

posteriores, dispone que la autoridad administrativa se reserve el derecho de 

comprobar la veracidad de la documentación presentada. 

 
Configuración de las infracciones. 
 

9. En el caso materia de análisis, la imputación efectuada contra el Consorcio se 

encuentra referida a la presentación, como parte de su oferta en el procedimiento 

de selección, de los siguientes documentos supuestamente falsos o adulterados, 

consistentes en: 
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Documentos presuntamente falsos o adulterados: 
 

i) Contrato de Ejecución de Obra - Contrato N° 012- 2012-IIA de Ejecución 
de Obra: “Mejoramiento del sistema de agua potable en los sectores 
Asociación de Damnificados Villa Esperanza, Nueva Agua Santa, Edy 
García Mendoza, Zona Ganadera e instalación de desagüe en el sector 
Asociación de Damnificados Villa Esperanza en el centro poblado Agua 
Santa y otros Distritos de San Clemente, Provincia de Pisco, Región Ica” 
del 23 de noviembre de 2012, supuestamente suscrito entre el Instituto 
Internacional de Apoyo y Bienestar de la Madre Gestante, Niño y 
Adolescente y la empresa LEPACOM E.I.R.L. (Pág. 69 a 79 Archivo PDF). 
 

ii) Acta de Recepción de Obra del 21 de noviembre de 2013, supuestamente 
emitida en el marco de la ejecución de la obra: “Mejoramiento del 
sistema de agua potable en los sectores asociación de damnificados Villa 
Esperanza, Nueva Agua Santa, Edy García Mendoza, Zona Ganadera e 
instalación de desagüe en el sector asociación de damnificados Villa 
Esperanza en el Centro Poblado Agua Santa y otros distritos de San 
Clemente, provincia de Pisco, Región Ica”, y supuestamente suscrita por, 
entre otros, el Presidente del Instituto Internacional de Apoyo y Bienestar 
de la Madre Gestante, Niño y Adolescente E.I.R.L. (Pág. 108 Archivo PDF). 
 

iii) Certificado de vigencia del 17 de julio de 2019, supuestamente emitido 
por el abogado certificador Mirko Javier Cajo Vera de la Zona Registral N° 
IX – Sede Lima - SUNARP. (Pág. 91 a 93 Archivo PDF). 
 

iv) Anexo N° 5 Promesa de Consorcio del 24 de julio de 2019, en el que 
consta la legalización notarial de la firma del señor Lino Enrique Pinto 
Angulo, supuestamente efectuada por la Notaría Pública de Cañete, 
ÍTALA A. GARRAFA PEÑA. (Pág. 49 a 51 Archivo PDF) 

10. Conforme a lo señalado en los párrafos que anteceden, a efectos de analizar la 

configuración de las infracciones materia de análisis debe verificarse la 

concurrencia de dos circunstancias: i) la presentación efectiva de los documentos 

cuestionados ante la Entidad en el marco de la presentación de oferta en un 

procedimiento de selección y ii) la falsedad o adulteración de los documentos 

presentados, en el caso de la infracción tipificada en el literal j) del numeral 50.1 

del artículo 50 de la Ley. 
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11. En relación al primer elemento, obra en el expediente la propuesta técnica 

presentada por el Adjudicatario en el marco del procedimiento de selección, de 

fecha 31 de julio de 2019, mediante el cual se evidencia la presentación de los 

documentos cuestionados. Aunado a ello, la presentación de los documentos no 

ha sido materia de contradicción por parte del Consorcio, por lo tanto, se 

encuentra corroborada la presentación de los mismos. 

 
En tal sentido, habiéndose acreditado la presentación efectiva de tales 
documentos ante la Entidad contratante, corresponde avocarse al análisis para 
determinar si los mismos son falsos o adulterados. 
 
Respecto a la supuesta falsedad o adulteración de los documentos señalados en 
los numerales i) y ii) del fundamento 9 
 

12. En este extremo, la imputación contra el Contratista está referida a la 

presentación de los siguientes documentos en su oferta: 

i) Contrato de Ejecución de Obras - Contrato N° 012- 2012-IIA de Ejecución de 
Obra: “Mejoramiento del sistema de agua potable en los sectores Asociación 
de Damnificados Villa Esperanza, Nueva Agua Santa, Edy García Mendoza, 
Zona Ganadera e instalación de desagüe en el sector Asociación de 
Damnificados Villa Esperanza en el centro poblado Agua Santa y otros 
Distritos de San Clemente, Provincia de Pisco, Región Ica” del 23 de 
noviembre de 2012, supuestamente suscrito entre el Instituto Internacional 
de Apoyo y Bienestar de la Madre Gestante, Niño y Adolescente y la empresa 
LEPACOM E.I.R.L.  

 
ii) Acta de Recepción de Obra del 21 de noviembre de 2013, supuestamente 

emitida en el marco de la ejecución de la obra: “Mejoramiento del sistema 
de agua potable en los sectores asociación de damnificados Villa Esperanza, 
Nueva Agua Santa, Edy García Mendoza, Zona Ganadera e instalación de 
desagüe en el sector asociación de damnificados Villa Esperanza en el Centro 
Poblado Agua Santa y otros distritos de San Clemente, provincia de Pisco, 
Región Ica”, y supuestamente suscrita por, entre otros, el Presidente del 
Instituto Internacional de Apoyo y Bienestar de la Madre Gestante, Niño y 
Adolescente E.I.R.L. 

Para efectos del análisis, se reproducen dichos documentos: 
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Contrato de Ejecución de obras11 

 

 

 

 
11 Se reproduce la página 1 y 11 del documento, el Contrato completo obra en el folio 426 al 436 del 
procedimiento administrativo sancionador en formato PDF. 
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Al respecto, por medio del documento adjunto, el Consorcio habría acreditado 

experiencia del postor en la especialidad en el procedimiento de selección, 

adjuntando el supuesto Contrato de Ejecución de Obras celebrado presuntamente 

entre el Instituto Internacional de Apoyo y Bienestar a la Madre Gestante, Niño y 

Adolescente y la empresa LEPACOM E.I.R.L.  

 

Acta de recepción de obra12 

 

 
 

12 Obrante a folio 437 del procedimiento administrativo sancionador en formato PDF. 
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Por medio del presente documento, presuntamente se acreditaría la recepción de 

la obra para el mejoramiento del sistema de agua celebrado entre el Instituto 

Internacional de Apoyo y Bienestar a la Madre Gestante, Niño y Adolescente y la 

empresa LEPACOM E.I.R.L.  

 

13. Sobre el particular, los documentos son cuestionados en atención al Informe N° 

412-2020/VIVIENDA/VMCS/PNSU/3.3.3.13 de fecha 10 de agosto de 2020, donde 

la Entidad advierte que, concluido el procedimiento de fiscalización posterior, se 

ha evidencia que el Consorcio ha presentado en el marco del procedimiento de 

selección, documentos falsos o adulterados que formaron parte de su oferta.  

 

14. Al respecto, mediante escrito s/n14 presentado el 5 de setiembre de 2019, el 

Instituto Internacional de Apoyo ONG comunicó a la Entidad que ha tomado 

conocimiento de la presentación del Contrato N° 012-2012-IIA, supuestamente 

suscrito entre su representada y la empresa LEPACOM E.I.R.L. y menciona que el 

referido Contrato nunca fue suscrito por su institución, que el mismo es 

totalmente falso y que la presunta firma del señor Norbil O. Satornicio Baldera, 

Presidente de la Institución, ha sido burdamente falsificada. 

 

Además, menciona que la empresa LEPACOM E.I.R.L, cuenta con una denuncia en 

la 57° Fiscalía Provincial Penal de Lima, por supuestamente haber falsificado 

Contratos y Firmas presuntamente celebradas con su representada para 

sorprender a diferente Entidades Públicas y Municipales. 

 

Se adjunta documento para mayor verificación: 

 

 
13 Obrante a folio 15 al 27 del procedimiento administrativo sancionador en formato PDF. 
14 Obrante a folio 29 del procedimiento administrativo sancionador en formato PDF.  
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15. En atención a lo expuesto, la Entidad mediante Carta N° 1092-

2019/VIVIENDA/VMCS/PNSU/3.315, de fecha 6 de septiembre de 2019, solicitó al 

señor Norbil Omar Satornicio Baldera, confirmar si ha suscrito el Contrato de 

Ejecución de Obra – Contrato N° 012-2021-IIA, asimismo también requirió 

confirmar si ha suscrito el Acta de Recepción de Obra de fecha presuntamente 21 

de noviembre de 2013. 

 

16. Al respecto, el señor Norbil Satornicio Baldera, en su calidad de Presidente del 

Instituto Internacional de Apoyo ONG remitió la Carta s/n16, en atención al 

requerimiento de información solicitado por la Entidad, mediante la cual expresó 

que, el Contrato N° 012-2012-IIA nunca fue suscrito por su representada, se 

reafirman indicando que el documento es totalmente falso e indica que la firma 

que suscribe el supuesto contrato no corresponde a su persona. 

 

Asimismo, refieren que el Acta de Recepción de Obra no ha sido suscrita por su 

Institución, por cuanto nunca existió relación contractual entre ambas partes. 

 

Se adjunta documento para mayor verificación: 

 

 
15 Obrante a folio 30 al 31 del procedimiento administrativo sancionador en formato PDF. 
16 Obrante a folio 34 al 35 del procedimiento administrativo sancionador en formato PDF. 
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En atención a las comunicaciones realizadas por el Instituto Internacional de 

Apoyo ONG, se advierte que el presunto emisor de los documentos cuestionados, 
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Contrato N° 012-2012-IIA y el Acta de Recepción de Obra, ha señalado 

expresamente que no ha emitido ni suscrito los referentes documentos, indicando 

que los mismos son falsos. 

 

17. Sobre el particular, debe tenerse presente que, conforme a reiterados 

pronunciamientos de este Tribunal, para determinar la falsedad o la adulteración 

de un documento, es necesario verificar que aquel no haya sido expedido por el 

órgano o agente que aparece como emisor, o que no haya sido suscrito por quien 

o quienes aparecen como suscriptores del mismo, o que, habiendo sido 

debidamente expedido, haya sido adulterado en su contenido. 

 
Asimismo, resulta pertinente traer a colación que, para determinar la falsedad de 
un documento, este Tribunal ha sostenido en reiterados pronunciamientos que 
resulta relevante atender a la manifestación efectuada por el supuesto emisor, a 
través de una comunicación, en la que manifieste que el documento cuestionado 
no ha sido suscrito por éste, hecho que se encuentra acreditado en el presente 
expediente a través de la Carta s/n de fecha 10 de septiembre de 2019. 
 

18. Motivo por el cual, en el presente caso, la respuesta del señor Norbil O. Satornicio 

Baldera, constituye el elemento de prueba que acredita que los documentos no 

fueron suscritos por su persona y, por consiguiente, permite corroborar que el 

documento fue falsificado, constituyendo documento falso. 

 
Respecto a la supuesta falsedad o adulteración de los documentos señalados en 
el numeral iii) del fundamento 9 
 

19. En este extremo, la imputación contra el Contratista está referida a la 

presentación de los siguientes documentos en su oferta: 

iii) Certificado de vigencia del 17 de julio de 2019, supuestamente emitido por 

el abogado certificador Mirko Javier Cajo Vera de la Zona Registral N° IX – 

Sede Lima - SUNARP17. 

Para efectos del análisis, se reproducen dichos documentos: 
 

 
17 Obrante a folio 219 al 221 del procedimiento administrativo sancionador en formato PDF. 
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El presente Certificado de Vigencia fue presentado por el Consorcio en su oferta, 

a fin de acreditar la representación de quienes suscriben su oferta. 
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20. Sobre el particular, el documento es cuestionado en atención al Informe N° 412-

2020/VIVIENDA/VMCS/PNSU/3.3.3.18 de fecha 10 de agosto de 2020, donde la 

Entidad advierte que, concluido el procedimiento de fiscalización posterior, se ha 

evidencia que el Consorcio ha presentado en el marco del procedimiento de 

selección, documentos falsos o adulterados que formaron parte de su oferta.  

 

21. En atención a lo expuesto, la Entidad mediante Oficio N° 383-

2019/VIVIENDA/VMCS/PNSU/3.319, de fecha 12 de septiembre de 2019, solicitó a 

la Oficina Registral de Lima, Zona Registral N° IX – Sede Lima, confirmar la 

veracidad de la información contenida en el Certificado de Vigencia con publicidad 

N° 2019-04605501, presentado por el Consorcio como parte de su oferta. 

 

22. Al respecto, mediante el Oficio N° 657-2019-SUNARP-Z.RN°IX/PUB-COORD de 

fecha 23 de septiembre de 2019, el Coordinador de Publicidad de la Zona Registral 

N° IX – Sede Lima, en atención al requerimiento realizado por la Entidad, dejó 

constancia que de la base de datos del Sistema de Publicidad Registral (SPR), el 

Certificado de Vigencia con publicidad N° 2019-04605501 derivado de la partida 

N° 11012801, tiene como fecha de presentación el 27 de junio de 2019 y con 

fecha de expedición el mismo día por el abogado certificador Mirko Javier Cajo 

Vera y no con la fecha que consta en la copia en consulta. 

 

Se adjunta el documento para una mayor verificación: 

 

 
18 Obrante a folio 15 al 27 del procedimiento administrativo sancionador en formato PDF. 
19 Obrante a folio 46 del procedimiento administrativo sancionador en formato PDF. 
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En atención a lo comunicado por la Zona Registral N° IX – Sede Lima, se advierte 

que, el emisor del documento cuestionado, ha señalado expresamente que la 

fecha de expedición del Certificado de Vigencia es el 27 de junio de 2019 y no con 

fecha 17 de julio de 2019, como aparece en el documento presentado por el 

Consorcio. 

 

23. Sobre el particular, debe tenerse presente que, conforme a reiterados 

pronunciamientos de este Tribunal, para determinar la falsedad o la adulteración 

de un documento, es necesario verificar que aquel no haya sido expedido por el 

órgano o agente que aparece como emisor, o que no haya sido suscrito por quien 

o quienes aparecen como suscriptores del mismo o que, habiendo sido 

debidamente expedido, haya sido adulterado en su contenido. 

 
Asimismo, resulta pertinente traer a colación que, para determinar la falsedad de 
un documento, este Tribunal ha sostenido en reiterados pronunciamientos que 
resulta relevante atender la manifestación efectuada por el supuesto emisor, a 
través de una comunicación, en la que manifieste que el documento cuestionado 
no ha sido suscrito por éste o que ha sido modificado en su contenido, hecho que 
se encuentra acreditado en el presente expediente a través del Oficio N° 657-
2019-SUNARP-Z.RN°IX/PUB-COORD. 
 

24. Motivo por el cual, en el presente caso, la respuesta de la Zona Registral N° IX – 

Sede Lima, constituye el elemento de prueba que acredita que los documentos 

han sido modificados, por consiguiente, permite corroborar la presentación de 

documento adulterado. 

 

25. Al respecto, mediante escrito N° 01 y escrito N° 02 presentado el 28 de junio de 

2022 y el 2 de septiembre de 2022, respectivamente, a través de la Mesa de Partes 

Digital del OSCE, la empresa SECURGRAMA S.R.L., integrante del Consorcio, 

solicitó al Tribunal se realice una pericia documentoscópica del Certificado de 

Vigencia cuestionado, con el propósito de verificar la presencia de alteraciones 

fraudulentas. 

 

26. En atención a lo expuesto, este Colegiado considera no acoger la solicitud 

realizada por el Consorciado, toda vez que, el Certificado de Vigencia con 

publicidad N° 2019-04605501 expedido por la Zona Registral N° IX – Sede Lima, 
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contiene un código QR20, con el cual se permite verificar virtualmente el 

documento; y, realizada la consulta, se obtiene el siguiente documento: 

 

 

 
20 
https://enlinea.sunarp.gob.pe/servicio/verCertificado/84AEC75A5527B0FF990F1C71B46A9621DB8DC8F
104CF1917  

https://enlinea.sunarp.gob.pe/servicio/verCertificado/84AEC75A5527B0FF990F1C71B46A9621DB8DC8F104CF1917
https://enlinea.sunarp.gob.pe/servicio/verCertificado/84AEC75A5527B0FF990F1C71B46A9621DB8DC8F104CF1917
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En atención a lo expuesto, con la validación realizada mediante el código QR que 

aparece en el documento cuestionado, se puede validar lo expuesto por la Zona 

Registral N° IX – Sede Lima, toda vez que, el Certificado de Vigencia cuestionado 

tenía como fecha de expedición el 27 de junio de 2019, contrario al documento 

presentado por el Consorcio en el cual señalaba como fecha de expedición el 17 

de julio de 2019, acreditándose la modificación de la información contenida en el 

Certificado de Vigencia, configurándose en la presentación de documento 

adulterado. 

 
Respecto a la supuesta falsedad o adulteración del documento señalado en el 
numeral iv) del fundamento 9 
 

27. En este extremo, la imputación contra el Contratista está referida a la 

presentación de los siguientes documentos en su oferta: 

iv) Anexo N° 5 Promesa de Consorcio del 24 de julio de 2019, en el que consta 

la legalización notarial de la firma del señor Lino Enrique Pinto Angulo, 

supuestamente efectuada por la Notaría Pública de Cañete, ÍTALA A. 

GARRAFA PEÑA21. 

Para efectos del análisis, se reproducen dichos documentos: 
 

 
21 Obrante a folio 246 al 249 del procedimiento administrativo sancionador en formato PDF. 
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El presente documento fue presentado por el Consorcio en su oferta, a fin de 

acreditar la Promesa de Consorcio, existiendo certificación de firmas de los 

representantes de los Consorciados en distintas notarias. 

 

28. Sobre el particular, el documento es cuestionado en atención al Informe N° 412-

2020/VIVIENDA/VMCS/PNSU/3.3.3.22 de fecha 10 de agosto de 2020, donde la 

Entidad advierte que, concluido el procedimiento de fiscalización posterior, se ha 

evidenciado que el Consorcio ha presentado en el marco del procedimiento de 

selección, documentos falsos o adulterados que formaron parte de su oferta.  

 

29. En atención a lo expuesto, la Entidad mediante Carta N° 1162-2019-

VIVIENDA/VMCS/PNSU/3.323, de fecha 12 de septiembre de 2019, solicitó al 

Notario Público, Itala A. Gárrafa Peña, confirmar la veracidad de la certificación de 

la firma del señor Lino Enrique Pinto Angulo, Gerente de la empresa LEPACOM 

E.I.R.L., contenida en la Promesa de Consorcio. 

 

30. Al respecto, mediante Carta s/n24 de fecha 16 de julio de 2020, la señora Itala A. 

Gárrafa Peña, Notario Público, manifestó que la legalización de la firma del señor 

Nelson Aramillo Rojas Tadeo, Gerente General de la empresa SECURGRAMA S.R.L., 

no le corresponde puesto que ni la firma ni los sellos utilizados son auténticos; 

como se puede advertir, hubo una confusión respecto al pronunciamiento de la 

señora Itala Gárrafa, pues la consulta realizada por la Entidad se hizo respecto a la 

certificación que su notaría habría realizado a la firma del señor Lino Enrique Pinto 

Angulo, Gerente de la empresa LEPACOM E.I.R.L. y como se advierte, dio respuesta 

a la firma de otro Consorciado. No obstante, se evidencia que esta referido a la 

firma que legalizo del representante de LEPACOM. 

 

Se adjunta el documento para una mayor verificación: 

 

 
22 Obrante a folio 15 al 27 del procedimiento administrativo sancionador en formato PDF. 
23 Obrante a folio 52 del procedimiento administrativo sancionador en formato PDF. 
24 Obrante a folio 206 del procedimiento administrativo sancionador en formato PDF. 



 

 

 

 

Tribunal de Contrataciones del Estado 

Resolución Nº 3523-2022-TCE-S2 
 

Página 42 de 66 

 

 



 

 

 

 

Tribunal de Contrataciones del Estado 

Resolución Nº 3523-2022-TCE-S2 
 

Página 43 de 66 

 

31. En atención a ello, este Colegiado mediante Decreto del 12 de octubre 2022, a fin 
de que este Colegiado cuente con mayores elementos de juicio al momento de 
emitir pronunciamiento requirió información a la Notaría Pública Garrafa de 
Cañete, para que confirme si la firma del señor Lino Enrique Pinto Angulo, Gerente 
de la empresa LEPACOM E.I.R.L. en el documento “Promesa de Consorcio”, fue 
certificada notarialmente por su representada. 
 

32. En atención al requerimiento de información, la Notaría Garrafa mediante Oficio 
N° 028-2022-NPC-IAGP de fecha 13 de octubre de 2022, presentado el 14 de 
octubre de 2022 a través de la Mesa de Partes Digital del OSCE, manifestó que la 
firma y sello sobre la certificación notarial de la firma del señor Lino Enrique Pinto 
Angulo, Gerente de la empresa LEPACOM E.I.R.L. en el documento denominado 
“Promesa de Consorcio” de fecha 24 de julio de 2019, son burda imitación de las 
que utiliza en actos notariales. 

Se adjunta el documento para mayor verificación: 
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Como se puede evidenciar, la Notaría ha manifestado que no ha realizado la 
certificación notarial de la firma de señor Lino Enrique Pinto Angulo, Gerente 
General de la empresa LEPACOM E.I.R.L. en el documento denominado “Promesa 
de Consorcio” de fecha 24 de julio de 2019; expresa que, la firma y sello son burda 
imitación de las que utiliza en sus actos notariales. 
 

33. Sobre el particular, debe tenerse presente que, conforme a reiterados 

pronunciamientos de este Tribunal, para determinar la falsedad o la adulteración 

de un documento, es necesario verificar que aquel no haya sido expedido por el 
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órgano o agente que aparece como emisor, o que no haya sido suscrito por quien 

o quienes aparecen como suscriptores del mismo, o que, habiendo sido 

debidamente expedido, haya sido adulterado en su contenido. 

 
Asimismo, resulta pertinente traer a colación que, para determinar la falsedad de 
un documento, este Tribunal ha sostenido en reiterados pronunciamientos que 
resulta relevante atender a la manifestación efectuada por el supuesto emisor, a 
través de una comunicación, en la que manifieste que el documento cuestionado 
no ha sido suscrito por éste, hecho que se encuentra acreditado en el presente 
expediente a través del Oficio N° 028-2022-NPC-IAGP, de fecha 13 de octubre de 
2022. 
 

34. Motivo por el cual, en el presente caso, la respuesta de la Notaría Garrafa, 

constituye el elemento de prueba que acredita que los documentos no fueron 

certificados por su representada y, por consiguiente, permite corroborar que el 

documento fue falsificado, constituyendo documento falso. 
 

Sobre la presunta responsabilidad por incumplir injustificadamente con su 

obligación de perfeccionar contrato. 

 

Naturaleza de la infracción 

 

35. Sobre el particular, la infracción que se le imputa al Consorcio se encuentra 

tipificada en el literal b) del numeral 50.1 del artículo 50 del TUO de la Ley, el cual 

dispone que:  

 
“Infracciones y sanciones administrativas  
50.1. El Tribunal de Contrataciones del Estado sanciona a los proveedores, 
participantes, postores, contratistas, subcontratistas y profesionales que 
se desempeñan como residente o supervisor de obra, cuando 
corresponda, incluso en los casos a que se refiere el literal a) del artículo 
5, cuando incurran en las siguientes infracciones:  
(…) 
 
b) Incumplir injustificadamente con su obligación de perfeccionar el 
contrato o de formalizar Acuerdos Marco”.  
 
(El subrayado es agregado). 
 

En esa línea, tenemos que se impondrá sanción administrativa a los proveedores, 
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participantes, postores, contratistas, subcontratistas y profesionales que se 
desempeñen como residente o supervisor de obra, cuando corresponda, que 
incumplan con su obligación de perfeccionar el contrato. 
 
De esta manera, de la lectura de la infracción, se aprecia que la norma contiene 
dos supuestos de hecho distintos y tipificados como sancionables, siendo 
pertinente precisar, a fin de realizar el análisis respectivo, que en el presente caso 
el supuesto de hecho corresponde al incumplimiento injustificado de la 
obligación de perfeccionar el contrato.  
 

36. Ahora bien, la infracción contemplada en la normativa, establece como supuesto 

de hecho indispensable para su configuración, la materialización de dos hechos en 

la realidad: i) que el postor no perfeccione el contrato pese a haber obtenido la 

buena pro del respectivo procedimiento de selección; y, ii) que dicha conducta no 

tenga justificación.  

 
37. En relación al primer elemento constitutivo, cabe destacar que el no 

perfeccionamiento del contrato no sólo se concreta con la omisión de firmar el 

documento que lo contiene, sino que también se configura con la no realización 

de los actos que preceden al perfeccionamiento del contrato, como es la 

presentación de los documentos exigidos en las bases integradas, toda vez que 

esto último constituye un requisito indispensable para concretar y viabilizar la 

suscripción del contrato. Por tanto, una vez consentida la buena pro de un 

procedimiento de selección, por disposición del TUO de la Ley y el Reglamento, 

todo adjudicatario tiene la obligación de cumplir con presentar la documentación 

exigida para la suscripción del contrato, pues lo contrario, al materializar el 

incumplimiento de su obligación, puede generarle la aplicación de la sanción 

correspondiente, salvo situaciones de excepción debidamente justificadas.  

 
38. Es así que, para determinar si un agente incumplió con la obligación antes referida, 

es menester traer a colación lo establecido en el artículo 136 del Reglamento, 

según el cual “una vez que la buena pro ha quedado consentida, o 

administrativamente firme, tanto la Entidad como él o los postores ganadores, 

están obligados a contratar”. 

 
39. En relación con ello, debe tenerse presente que el procedimiento para 

perfeccionar el contrato se encuentra previsto en el literal a) del artículo 141 del 

Reglamento, el cual dispone que, dentro del plazo de ocho (8) días hábiles 

siguientes al registro en el SEACE del consentimiento de la buena pro o de que 
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ésta haya quedado administrativamente firme, el postor ganador de la buena pro 

debe presentar los requisitos para perfeccionar el contrato. Asimismo, en un plazo 

que no puede exceder de los dos (2) días hábiles siguientes de presentados los 

documentos, la Entidad debe suscribir el contrato o notificar la orden de compra 

o de servicio, según corresponda, u otorgar un plazo adicional para subsanar los 

requisitos, el que no puede exceder de cuatro (4) días hábiles contados desde el 

día siguiente de la notificación de la Entidad. A los dos (2) días hábiles como 

máximo de subsanadas las observaciones, las partes suscriben el contrato.  

 
Por su parte, el literal c) del artículo 141 del Reglamento establece que cuando no 
se perfeccione el contrato, por causa imputable al postor, éste pierde 
automáticamente la buena pro. 
 
En tal supuesto, el órgano encargado de las contrataciones, en un plazo máximo 
de tres (3) días hábiles, requiere al postor que ocupó el segundo lugar que 
presente los documentos para perfeccionar el contrato en el plazo previsto en el 
literal a). Si el postor no perfecciona el contrato, el órgano encargado de las 
contrataciones declara desierto el procedimiento de selección.  
Las referidas disposiciones, en concordancia con lo prescrito en el artículo 139 del 
Reglamento, obligan al postor beneficiado con la buena pro, a presentar la 
documentación requerida en las bases, a fin de viabilizar la suscripción del 
contrato, siendo, en estricto, su responsabilidad garantizar que la documentación 
se encuentre conforme a lo dispuesto en tales bases y de acuerdo a las exigencias 
establecidas por las normas antes glosadas.  
 

40. En ese sentido, como se ha indicado precedentemente, el no perfeccionar el 

contrato, sea por la omisión de firmar el documento que lo contiene o por no 

desarrollar los actos que preceden a su perfeccionamiento, como es la 

presentación de los documentos exigidos en las bases, incumpliendo de este modo 

con la obligación de contratar establecida en el Reglamento, puede generar la 

aplicación de la sanción correspondiente en el postor adjudicado.  

 
41. En este orden de ideas, para el cómputo del plazo para la suscripción del contrato, 

cabe traer a colación lo dispuesto en el artículo 63 del Reglamento, en virtud del 

cual el otorgamiento de la buena pro se publica y se entiende notificado a través 

del SEACE, el mismo día de su realización, bajo responsabilidad del comité de 

selección u órgano encargado de las contrataciones , debiendo incluir el acta de 

otorgamiento de la buena pro y el cuadro comparativo detallando los resultados 

de la calificación y evaluación.  
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42. Por otra parte, debe tenerse presente que el numeral 64.1 del artículo 64 del 

Reglamento, establece que cuando se hayan presentado dos (2) o más ofertas, el 

consentimiento de la buena pro se produce a los ocho (8) días hábiles de la 

notificación de su otorgamiento, sin que los postores hayan ejercido el derecho de 

interponer el recurso de apelación. En caso de adjudicaciones simplificadas, 

selección de consultores individuales y comparación de precios, el plazo es de 

cinco (5) días hábiles.  

 
Por su parte, en el caso de las subastas inversas electrónicas, el plazo es de cinco 
(5) días hábiles de la notificación de su otorgamiento, salvo que su valor estimado 
corresponda al de una licitación pública o concurso público, en cuyo caso dicho 
consentimiento se producirá a los ocho (8) días hábiles de la notificación de dicho 
otorgamiento.  
 
De otra parte, el referido artículo señala que, en caso se haya presentado una sola 
oferta, el consentimiento de la buena pro se produce el mismo día de la 
notificación de su otorgamiento. 
 

43. Conforme a lo expuesto, la normativa de contratación pública ha previsto el 

procedimiento para el perfeccionamiento del contrato, al cual deben sujetarse 

tanto la Entidad como el postor adjudicado, toda vez que dicho procedimiento 

constituye una garantía para los derechos y obligaciones de ambas partes.  

 
44. Por otro lado, en relación al segundo elemento constitutivo del tipo infractor, es 

decir, que la conducta omisiva del postor adjudicado sea injustificada, es 

pertinente resaltar que corresponde al Tribunal determinar si se ha configurado el 

primer elemento de la conducta típica establecida en el literal b) del numeral 50.1 

del artículo 50 del TUO de la Ley, mientras que corresponde al postor adjudicado 

probar, fehacientemente, que: i) concurrieron circunstancias que le hicieron 

imposible física o jurídicamente la suscripción del contrato con la Entidad; o, ii) no 

obstante haber actuado con la diligencia ordinaria, le fue imposible suscribir el 

contrato respectivo debido a factores ajenos a su voluntad.  

 
45. Siendo así, corresponde a este Colegiado analizar la responsabilidad 

administrativa del Adjudicatario por incumplir injustificadamente con su 

obligación de suscribir el contrato; para ello, se examinará el procedimiento de 

perfeccionamiento del contrato y las eventuales causas justificantes que 

supuestamente conllevaron al no perfeccionamiento del mismo.  
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Configuración de la infracción. 
 
Incumplimiento de obligación de perfeccionar el contrato 
 

46. En ese orden de ideas, y a efectos de analizar la eventual configuración de la 

infracción por parte del Adjudicatario, en el presente caso, corresponde 

determinar el plazo con el que aquel contaba para suscribir el contrato, 

mecanismo bajo el cual se perfeccionaría la relación contractual, acorde a lo 

establecido en el numeral 3.1. del Capítulo III de la Sección Específica de las Bases.  

47. Sobre el particular, fluye del expediente administrativo que el otorgamiento de la 

buena pro a favor del Consorcio tuvo lugar el 16 de agosto de 2019, siendo 

publicado en el SEACE en la misma fecha, quedando consentida el 4 de setiembre 

de 2019. 

 
48. En ese contexto, según el procedimiento establecido en el artículo 141 del 

Reglamento, el Adjudicatario contaba con ocho (8) días hábiles para presentar la  

totalidad de los documentos requeridos en las bases para perfeccionar la relación 

contractual, plazo computado a partir del día siguiente del registro en el SEACE del 

consentimiento de la buena pro, el cual vencía el 16 de septiembre de 2019, y a 

los dos (2) días siguientes como máximo -de no mediar observación alguna- debía 

perfeccionarse el contrato. 

 

49. Al respecto, el 16 de septiembre de 2019, el Consorcio presentó los documentos 

para el perfeccionamiento del contrato, los mismos que fueron observados por la 

Unidad de Proyectos, en su calidad de área usuaria, como por el Área de 

Abastecimiento y Control Patrimonial. 

 

En atención a lo expuesto, a través de la Carta N° 1195-

2019/VIVIENDA/VMCS/PNSU/3.3, notificada el 18 de septiembre de 2019 al 

Consorcio, se comunicó las observaciones realizadas a la documentación 

presentada para el perfeccionamiento del contrato, otorgándole el plazo de dos 

(2) días hábiles computados desde el día siguiente de su recepción, plazo que 

vencía el 20 de septiembre de 2019. 

50. Asimismo, con fecha 20 de septiembre de 2019, el Consorcio presentó el Oficio N° 

006-2019 CC/RC, con subsanación de las observaciones formuladas por la Entidad; 

sin embargo, mencionaron que el 23 de septiembre de 2019 subsanarían algunas 

observaciones formuladas por el área técnica.  
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Al respecto, el 23 de septiembre de 2019, el Consorcio presentó el Oficio N° 007-

2019 CC/RC, manifestando que subsana las observaciones formuladas por la 

Unidad de Proyectos de la Entidad. 

 

51. En dicho contexto, el Área de Abastecimiento y Control Patrimonial de la Entidad 
advirtió que el Consorcio no cumplió con subsanar la totalidad de las 
observaciones realizadas a la documentación presentada para el 
perfeccionamiento del Contrato; asimismo, la Unidad de Proyectos de la Entidad 
refiere que el Consorcio no cumplió con subsanar todas las observaciones 
realizadas para suscribir el contrato, situación que pretendió enmendar con su 
comunicación de fecha 23 de septiembre de 2019, fuera del plazo otorgado. 
 
Por lo antes expuesto, la Entidad notificó la pérdida de la buena pro al Consorcio, 
a través de la Carta N° 1276-2019/VIVIENDA/VMCS/PNSU/3.3, de fecha 24 de 
septiembre de 2019, al no cumplir con levantar las observaciones de la 
documentación presentada para la suscripción del contrato en el plazo 
establecido; registrando dicho acto en el SEACE en la misma fecha: 
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52. En tal sentido, ha quedado acreditado que el Consorcio no perfeccionó el contrato 
derivado del procedimiento de selección, debido a que, no cumplió con subsanar 
el total de las observaciones realizadas a la documentación presentada para el 
perfeccionamiento del contrato dentro del plazo otorgado por la Entidad, 
conllevando a que dicho perfeccionamiento contractual se frustrara. 

 
Sobre la justificación del incumplimiento de la obligación de perfeccionar el 
contrato 

53. Conforme se ha señalado previamente, el tipo infractor requiere para su 
configuración que el incumplimiento de la obligación de perfeccionar el contrato 
o de formalizar Acuerdos Marco sea injustificado; asimismo, el numeral 136.3 del 
artículo 136 del Reglamento establece que el postor adjudicatario que no 
perfeccione la relación contractual es pasible de sanción, salvo que concurra: (i) 
imposibilidad física que no le sea atribuible, o (ii) imposibilidad jurídica que no le 
sea atribuible; en ambos casos, la imposibilidad debe ser sobrevenida al 
otorgamiento de la buena pro.  
 

54. Sobre el particular, el Tribunal ha reconocido en reiteradas resoluciones que, en 
el marco de la normativa de contrataciones del Estado, la imposibilidad física del 
postor adjudicado se encuentra referida a un obstáculo temporal o permanente 
que lo inhabilite o imposibilite, irremediable e involuntariamente, a cumplir con 
su obligación de perfeccionar la relación contractual; mientras que la 
imposibilidad jurídica consiste en la afectación temporal o permanente de la 
capacidad jurídica de la persona natural o jurídica para ejercer derechos o cumplir 
obligaciones, pues de hacerlo se produciría la contravención del marco jurídico 
aplicable al caso, y consecuentemente, la posible invalidez o ineficacia de los actos 
así realizados.  
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55. Bajo dicho contexto, resulta oportuno evaluar los descargos presentados por la 
empresa SOLUCIONES EFICIENTES PERÚ E.I.R.L. y la empresa SECURGRAMA S.R.L., 
integrantes del Consorcio, con la finalidad de evaluar si existe causa eximente de 
responsabilidad en su incumplimiento de perfeccionar el Contrato. 
 

56. Al respecto, la empresa SOLUCIONES EFICIENTES PERÚ E.I.R.L., expuso sus 
descargos mediante Escrito N° 01, presentado el 8 de junio de 2022 a través de la 
Mesa de Partes Digital del Tribunal, mencionando que, sobre las observaciones 
realizadas a la documentación presentada para el perfeccionamiento del contrato 
por la Entidad, indica que las mismas eran de orden técnico y legal, y se les 
proporcionó solamente dos días; asimismo, mencionan que solicitaron a la Entidad 
poder entregar toda la documentación para el perfeccionamiento del contrato, el 
día 23 de septiembre, cumpliendo con lo expuesto. 

 
57. A su vez, la empresa SECURGRAMA S.R.L., mediante sus descargos presentados el 

28 de junio de 2022 con el Escrito N° 01, argumenta que no hubo falta de interés 
ni incumplimiento injustificado para perfeccionar el contrato, toda vez que, con 
fecha 20 de septiembre de 2019, el Consorcio presentó la documentación con la 
cual subsanarían las observaciones formuladas por el Área de Abastecimiento y 
Control Patrimonial de la Entidad, y comunicaron que el día 23 de septiembre de 
2019, subsanarían las observaciones realizadas por el Área Técnica de la Entidad; 
sin embargo, mencionan que, con Memorando N° 4108-
2019/VIVIENDANMCS/PNSU/4.1 de fecha 24 de septiembre de 2019, la Entidad 
les comunica sin mayor motivación que no cumplieron con subsanar todas las 
observaciones realizadas para suscribir el contrato, indicando que la comunicación 
del 23 de septiembre de 2019, está fuera de plazo. 
 
Asimismo, mencionan que resulta aplicable lo dispuesto en el numeral 50.3 del 
artículo 50 de la Ley de Contrataciones del Estado, cuando precisa que “la 
responsabilidad derivada de las infracciones previstas en este artículo es objetiva, 
salvo en aquellos tipos infractores previsto en los literales a), b), h) y n) del numeral 
50.1 del artículo 50 del TUO de la Ley 30225” que admite la posibilidad de justificar 
la conducta del administrado. 
 

58. En atención a lo expresado por los integrantes del Consorcio, es preciso detallar 
que como ha quedado acreditado, la documentación presentada para el 
perfeccionamiento del contrato fue observada por la Entidad, y ésta en atención 
al literal a) del numeral 141.1. del artículo 141 del Reglamento, le otorgó un plazo 
de dos (2) días hábiles para la subsanación de la documentación requerida para el 
perfeccionamiento del contrato, plazo que vencía el 20 de septiembre de 2019. 
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De acuerdo a lo indicado, se evidencia que si bien el Consorcio presentó el día 20 
de septiembre de 2019 mediante el Oficio N° 006-2019 CC/RC parte de la 
documentación con la cual presuntamente levantaba las observaciones realizadas 
por la Entidad, y con el Oficio N° 007-2019 CC/RC regularizó supuestamente la 
documentación que faltaba para concluir con levantar las observaciones de la 
Entidad; esta última documentación fue presentada fuera del plazo otorgado por 
la Entidad, por tanto, se acredita que el Consorcio no cumplió con presentar toda 
la documentación requerida para subsanar las observaciones realizadas. 
 

59. Por lo antes expuesto, se evidencia que la supuesta justificación que señalan los 
Consorciados que habría generado que no suscriba el Contrato, no se puede 
configurar como una imposibilidad física o jurídica, aunado a ello, el motivo que 
hacen referencia por la cual no suscribieron el contrato, se advierte que fue por 
responsabilidad del propio Consorcio al presentar de manera incompleta la 
subsanación de la documentación requerida para el perfeccionamiento del 
contrato dentro del plazo otorgado por la Entidad. 

60. Sobre el particular, debe recordarse que la infracción consistente en incumplir 

injustificadamente la obligación de perfeccionar el contrato, se configura en el 

momento que el postor adjudicado incumple con alguna de sus obligaciones que 

impiden el perfeccionamiento del contrato, entre ellas la falta de entrega de los 

documentos necesarios para dicho perfeccionamiento, ello de conformidad a lo 

establecido mediante el Acuerdo de Sala Plena N° 006-2021/TCE. 

 

61. Por lo tanto, su obligación de presentar la documentación correspondiente para 

el perfeccionamiento del contrato era exigible, no habiendo podido el Consorcio 

acreditar la existencia de alguna imposibilidad física o jurídica, que represente una 

justificación ante el incumplimiento de la obligación de perfeccionar el contrato 

con la Entidad.  

 
62. Por lo antes expuesto, se ha determinado la responsabilidad del Consorcio por no 

suscribir el contrato; por lo que, este Colegiado considera que se ha incurrido en 

la infracción prevista en el literal b) del numeral 50.1 del artículo 50 de la Ley. 

Respecto a la individualización de responsabilidades 

63. El artículo 258 del Reglamento, señala que las infracciones cometidas por un 
consorcio durante el procedimiento de selección y en la ejecución del contrato, se 
imputan a todos sus integrantes de manera solidaria, salvo que, por la naturaleza 
de la infracción, la promesa formal o contrato de consorcio, o cualquier otro medio 
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de prueba documental de fecha y origen cierto pueda individualizarse la 
responsabilidad. La carga de la prueba de la individualización corresponde al 
presunto infractor.  
 
En ese sentido, a efectos de determinar la sanción a imponer en virtud de los 
hechos reseñados, en el presente caso corresponde esclarecer, de forma previa, 
si es posible imputar a un determinado integrante del Consorcio la responsabilidad 
por los hechos expuestos, siendo que la imposibilidad de individualizar dicha 
responsabilidad determinaría que todos sus integrantes asuman las consecuencias 
derivadas de la infracción cometida. 
 

64. Al respecto, conforme al artículo 13 del TUO de la Ley y el numeral 258.2 del 
artículo 258 del Reglamento, a efectos de individualizar la responsabilidad de los 
integrantes de un consorcio, se considerarán los siguientes criterios: naturaleza de 
la infracción, promesa de consorcio, contrato de consorcio y contrato suscrito con 
la Entidad. 

El referido artículo precisa que el criterio de: i) la naturaleza de la infracción, solo 
puede invocarse cuando la infracción implique el incumplimiento de una 
obligación de carácter personal, siendo aplicable únicamente para las infracciones 
previstas en los literales c), i) y k) de la Ley; ii) la promesa formal de consorcio, solo 
podrá ser utilizada en tanto dicho documento sea veraz y su literalidad permita 
identificar indubitablemente al responsable de la comisión de la infracción; iii) el 
contrato del consorcio, será empleado siempre y cuando dicho documento sea 
veraz, no modifique las estipulaciones de la promesa formal de consorcio y su 
literalidad permita identificar indubitablemente al responsable de la comisión de 
la infracción; y, iv) Contrato suscrito con la Entidad, este criterio es de aplicación 
cuando la literalidad del contrato suscrito con la Entidad permite identificar 
indubitablemente al responsable de la comisión de la infracción. 

En ese sentido, en atención al artículo 258 del Reglamento, debe tenerse presente 
que es posible individualizar la responsabilidad de los consorciados considerando 
la naturaleza de la infracción, así como documentos adicionales a la promesa 
formal de consorcio, tales como, el contrato de consorcio, o el contrato suscrito 
con la Entidad, aspectos sobre los cuales corresponde pronunciarse. 

En cuanto a la naturaleza de la infracción, cabe precisar que, en el literal a) del 
numeral 258.2 del artículo 258 del Reglamento, se dispone que solo podrá 
invocarse ante el incumplimiento de una obligación de carácter personal por cada 
uno de los integrantes del Consorcio, en el caso de las infracciones contempladas 
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en los literales c), i) y k) del artículo 50 de la Ley modificada; por tanto, este criterio 
de individualización no resulta aplicable al presente caso. 

65. En este punto del análisis, cabe traer a colación el Acuerdo de Sala Plena N° 005- 
2017/TCE de fecha 25 de agosto de 2017, publicado en el Diario Oficial “El 
Peruano” el 29 de setiembre de 2017, en el cual se acordó que es posible realizar 
la individualización de responsabilidad administrativa por la infracción relativa a la 
presentación de documentación falsa o adulterada contenida en la oferta, en base 
a la promesa formal de consorcio, de acuerdo a lo previsto en el artículo 258 del 
Reglamento.  

En el caso que se invoque la individualización de la responsabilidad en base a dicha 
promesa, este documento deberá cumplir con las siguientes condiciones: 

i) La promesa formal de consorcio deberá hacer mención expresa a que la 
obligación vinculada con la configuración del supuesto infractor, 
corresponde exclusivamente a uno o alguno de los integrantes del 
respectivo consorcio.  
 

ii) La asignación de obligaciones en la promesa formal de consorcio debe 
generar suficiente certeza, debiéndose hacer referencia a obligaciones 
específicas, sin que se adviertan contradicciones en su propio contenido ni 
inconsistencias con otros medios probatorios y elementos fácticos que 
puedan resultar relevantes, de valoración conjunta para la evaluación del 
caso concreto. 
 

iii) La sola referencia en la promesa formal de consorcio a que algún 
consorciado asume la obligación de “elaborar” o “preparar” la oferta, 
“acopiar” los documentos u otras actividades equivalentes, no implica que 
sea responsable de aportar todos los documentos obrantes en la misma, 
siendo necesaria, para que proceda una individualización de 
responsabilidades, una asignación explícita en relación al aporte del 
documento o a la ejecución de alguna obligación específica de la cual se 
pueda identificar su aporte. 

 
66. A su vez, en el expediente administrativo se observa la Promesa de Consorcio25, 

contenida en el Anexo N° 5, presentada por el Consorcio en su oferta; también fue 
presentada por las empresas SOLUCIONES EFICIENTES E.I.R.L. y SECURGRAMA 
S.R.L., como parte de sus descargos. 

 
25 Obrante a folio 246 al 249 del procedimiento administrativo sancionador en formato PDF. 
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Al respecto, la empresa SOLUCIONES EFICIENTES E.I.R.L. indica que, conforme a lo 
establecido en la Promesa de Consorcio, la presentación de la documentación para 
la acreditación de la experiencia en la especialidad, era responsabilidad de las 
empresas SECURGRAMA S.R.L. y LEPACOM E.I.R.L., documentos que vienen siendo 
cuestionados en el presente procedimiento administrativo; asimismo, menciona 
que su representada respecto al perfeccionamiento del contrato, tenía 
únicamente como responsabilidad la de presentar la documentación mas no 
proporcionarla y/o tramitarla. 
 
A su vez, la empresa SECURGRAMA S.R.L., por medio de sus descargos menciona 
que la documentación cuestionada como falsa, corresponde al aporte de la 
experiencia en obras similares que según Promesa de Consorcio habría sido 
obligación de la empresa LEPACOM E.I.R.L.; mientras que, sobre la presentación 
de la documentación para la firma del contrato, dicha responsabilidad 
correspondería a la empresa SOLUCIONES EFICIENTES E.I.R.L. 

Así pues, de la revisión de documento se aprecia que los integrantes del Consorcio 
convinieron lo siguiente: 
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67. Al respecto, es pertinente traer a colación el criterio establecido en el Acuerdo de 
Sala Plena N° 005/2017.TCE, que constituye un precedente de observancia 
obligatoria, el cual prevé en el numeral 2 de los criterios de interpretación que: 
“No corresponde efectuar la individualización de responsabilidad en base a una 
promesa formal de consorcio no auténtica ni veraz”, así pues mediante este 
Acuerdo de Sala Plena se acordó que, un primer aspecto a tenerse en cuenta para 
que sea posible individualizar la responsabilidad en base a la promesa formal de 
consorcio, es que esta debe constituir un documento veraz y exacto; resultando 
un total contrasentido que se pretenda la individualización en base a un 
documento que, por sí mismo, infringe el principio de presunción de veracidad. En 
tal sentido, no corresponderá efectuarse la individualización de responsabilidad 
en base a una promesa formal de consorcio no veraz, falsa o adulterada. 
 

68. En consecuencia, se tiene que, en el presente expediente se ha declarado que la 
Promesa de Consorcio constituye un documento falso, por tanto, no corresponde 
determinar si existe individualización de responsabilidades en base a su contenido, 
conforme al Acuerdo de Sala Plena N° 005-2017/TCE. 
 

69. A su vez, de la revisión del expediente administrativo, no se aprecian otros medios 
de prueba, como el Contrato de Consorcio. Respecto al Contrato suscrito con la 
Entidad, para el presente caso no se puede evaluar dicho documento debido a que 
el Consorcio no cumplió con su obligación de perfeccionar el Contrato. 
 

70. Por lo expuesto, se colige que atendiendo a lo establecido en el Acuerdo de Sala 
Plena N° 005-2017/TCE, en el presente caso no existen elementos que permiten 
individualizar la responsabilidad incurrida por la presentación de documentación 
falsa y por incumplir injustificadamente con la obligación de perfeccionar el 
contrato, debiendo atribuirse responsabilidad administrativa a todos los 
integrantes del Consorcio, por la comisión de la infracción tipificada en los literales 
b) y j) del numeral 50.1 del artículo 50 del TUO de la Ley. 
 
Concurso de infracciones 
 

71. Por las consideraciones expuestas, este Colegiado se ha formado convicción de la 

comisión de las infracciones referidas a la presentación de documentación falsa a 

la Entidad e incumplir con la obligación de perfeccionar el contrato. 

 
72. En ese sentido, de acuerdo al artículo 228 del Reglamento, en caso los 

administrados incurran en más de una infracción en un mismo procedimiento de 

selección o en la ejecución de un mismo contrato, se aplica la sanción que resulte 
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mayor y en caso concurran infracciones sancionadas con multa e inhabilitación, se 

aplica de inhabilitación.  

 
73. Bajo dicha premisa normativa, en el presente caso, se advierte que concurren las 

infracciones previstas en los literales b) y j) del numeral 50.1 del artículo 50 de la 

Ley.  

 
Al respecto, se tiene que el literal a) del numeral 50.4 del artículo 50 del TUO de la 
Ley dispone que, ante la infracción por incumplir injustificadamente con la 
obligación de perfeccionar el contrato, la sanción que corresponde aplicar es una 
multa, entendida como la obligación pecuniaria generada para el infractor de 
pagar un monto económico no menor del cinco por ciento (5%) ni mayor al quince 
por ciento (15%) de la oferta económica o del contrato, según corresponda, el cual 
no puede ser inferior a una (1) UIT, en favor del Organismo Supervisor de las 
Contrataciones del Estado - OSCE, por la comisión de diversas infracciones entre 
ellas la de literal b). 
 
Asimismo, se aprecia que, la infracción por presentar documentos falsos, le 
corresponde como sanción, la inhabilitación temporal no menor de treinta y seis 
(36) meses ni mayor a sesenta (60) meses; por consiguiente, al existir diferencia 
entre las sanciones, una de multa y la otra de inhabilitación, se aplicará la sanción 
de inhabilitación prevista para la conducta tipificada como infracción en el literal 
j) del numeral 50.1 del artículo 50 del TUO de la Ley; siendo ello así, el rango de la 
sanción a imponer será de inhabilitación temporal no menor de treinta y seis (36) 
meses ni mayor a sesenta (60) meses. 
 
Graduación de la sanción 
 

74. En torno a ello, resulta importante traer a colación el principio de razonabilidad 

consagrado en el numeral 1.4 del artículo IV del Título Preliminar y el numeral 3 

del artículo 248 del TUO de la LPAG, según el cual las decisiones de la autoridad 

administrativa que impongan sanciones o establezcan restricciones a los 

administrados deben adoptarse dentro de los límites de la facultad atribuida y 

manteniendo debida proporción entre los medios a emplear y los fines públicos 

que deba tutelar, a fin de que respondan a lo estrictamente necesario para la 

satisfacción de su cometido.  

 
75. En tal sentido, a efectos de aplicar la sanción a imponer al Consorcio, debe 

considerarse los criterios que están establecidos en el artículo 226 del 

Reglamento, respecto de la graduación de la sanción. Así tenemos que: 
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a) Naturaleza de la infracción: desde el momento en que se le otorgó la 

buena pro del procedimiento de selección, el Consorcio quedó obligado a 

cumplir con las disposiciones previstas en la normativa de contratación 

pública y en las bases, siendo una de estas desplegar los actos necesarios 

para perfeccionar la relación contractual derivada del procedimiento de 

selección en el plazo establecido en el artículo 141 del Reglamento.  

 

Asimismo, respecto de la infracción de presentar documentación falsa, se 
tiene que esta reviste gravedad pues supone la trasgresión del principio de 
presunción de veracidad, en vista que, si bien a través de dicho principio la 
administración pública se encuentra en el deber de presumir como veraces 
los documentos presentados por el administrado, esta situación ha 
quedado desvirtuada desde el momento en que se ha verificado la 
presentación de documentación falsa en el referido procedimiento de 
selección. 
 

b) Ausencia de intencionalidad del infractor: : De conformidad con la 

valoración realizada por este Colegiado a los medios de prueba obrantes 

en el expediente administrativo, se verifica que el Consorcio actuó, cuando 

menos, de forma negligente, al no haber previsto los mecanismos 

necesarios para asegurar el cumplimiento del perfeccionamiento del 

contrato dentro de los plazos legalmente estipulados para ello, toda vez 

que no presentó la documentación para el perfeccionamiento del contrato 

dentro del plazo otorgado por la Entidad, ocasionado que la Entidad 

declare la pérdida de la buena pro. Asimismo, al presentar documentación 

falsa si bien no se puede determinar si existió intencionalidad por parte del 

Consorcio, se advierte cuanto menos, falta de negligencia, al presentar 

documentación que no ha sido verificada su validez. 

 
c) La inexistencia o grado mínimo de daño causado a la Entidad: Al respecto, 

en el presente caso se evidencia que el no perfeccionar el contrato, generó 

retraso en el servicio a contratar, toda vez que la Entidad, tuvo que 

adjudicar la buena pro y contratar con el segundo Postor que presentó una 

oferta con un mayor precio, perjudicando el presupuesto público. Por otro 

lado, se debe tener en consideración que, la presentación de 

documentación falsa conlleva a un menoscabo o detrimento en los fines 

de la Entidad, en perjuicio del interés público y del bien común, pues se ha 
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afectado la transparencia exigible a toda actuación realizable en el ámbito 

de la contratación pública. 

 
d) Reconocimiento de la infracción cometida antes que sea detectada: el 

Consorcio no ha reconocido la infracción antes de que esta sea detectada.  

 
e) Antecedentes de sanción impuesta por el Tribunal: los consorciados 

cuentan con los siguientes registros respecto a sanciones impuestas por el 

Tribunal: 

- La empresa LEPACOM E.I.R.L. (con R.U.C. N° 20491304490), cuenta con 
la siguiente sanción impuesta por el Tribunal de Contrataciones del 
Estado: 

INICIO INHABIL. FIN INHABIL. PERIODO RESOLUCIÓN FEC. RESOLUCIÓN TIPO 

14/10/2022 14/01/2026 39 meses 3484-2022-TCE-S2 13/10/2022 TEMPORAL 

- La empresa SOLUCIONES EFICIENTES PERU E.I.R.L. (con R.U.C. N° 
20603439156), no cuenta con sanción impuesta por el Tribunal de 
Contrataciones del Estado. 
 

- La empresa SECURGRAMA S.R.L. (con R.U.C. N° 20348938704), cuenta 
con las siguientes sanciones impuestas por el Tribunal de 
Contrataciones del Estado: 

INICIO INHABIL. FIN INHABIL. PERIODO RESOLUCIÓN FEC. RESOLUCIÓN TIPO 

22/05/2020 22/02/2021 9 meses 919-2020-TCE-S1 21/05/2020 TEMPORAL 

06/05/2022 29/04/2025 38 meses 4021-2021-TCE-S3 25/11/2021 TEMPORAL 

 

f) Conducta procesal: las empresas SOLUCIONES EFICIENTES PERU E.I.R.L. y 

SECURGRAMA S.R.L. se apersonaron al presente procedimiento 

administrativo sancionador y presentaron sus descargos. 

 
g) La adopción e implementación del modelo de prevención a que se refiere 

el numeral 50.7 del artículo 50 de la Ley: en el expediente, no obra 

información que acredite que el Consorcio haya adoptado algún modelo 

de prevención para prevenir actos indebidos como los que suscitaron el 

presente procedimiento administrativo sancionador en su contra, ni para 

reducir significativamente el riesgo de su comisión. 
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h) En el caso de MYPE, la afectación de las actividades productivas o de 

abastecimiento en tiempos de crisis sanitaria26: Si bien las empresas 

integrantes del Consorcio, se encuentran acreditadas como MYPES según 

la información que consta en el Registro Nacional de Micro y Pequeña 

Empresa – REMYPE, lo cierto es que, no obra en el expediente 

administrativo la documentación que permita evaluar el presente criterio 

de graduación. 
 

76. Adicionalmente, es pertinente indicar que la falsificación de documentos 

constituye un ilícito penal, previsto y sancionado en el artículo 427 del Código 

Penal, el cual tutela como bien jurídico la fe pública y la funcionalidad del 

documento en el tráfico jurídico y trata de evitar perjuicios que afecten la 

confiabilidad especialmente en los actos vinculados a las contrataciones públicas. 

 
77. En tal sentido, dado que el numeral 229.5 del artículo 229 del Reglamento, dispone 

que deben ponerse en conocimiento del Ministerio Público – Distrito Fiscal de 

Lima las conductas que pudieran adecuarse a un ilícito penal, este Colegiado 

dispone que se remita al Ministerio Público, copias del anverso y reverso de los 

folios del 1 al 469, 965 al 1062, del expediente administrativo sancionador; así 

como, copia de la presente Resolución, debiendo precisarse que el contenido de 

dichos folios constituye las piezas procesales sobre las cuales debe actuarse la 

citada acción penal. 

 

Por estos fundamentos, de conformidad con el informe de la Vocal ponente Olga 
Evelyn Chávez Sueldo y la intervención de los Vocales Carlos Enrique Quiroga Periche y 
Daniel Alexis Nazazi Paz Winchez; y, atendiendo a la reconformación de la Segunda Sala 
del Tribunal de Contrataciones del Estado, según lo dispuesto en la Resolución Nº 
D000090-2022-OSCE-PRE, del 21 de mayo del 2022, publicada el 23 del mismo mes y 
año en el Diario Oficial “El Peruano”, en ejercicio de las facultades conferidas en el 
artículo 59 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 30225, Ley de Contrataciones del 
Estado, aprobado por el Decreto Supremo N° 082-2019-EF, así como los artículos 20 y 
21 del Reglamento de Organización y Funciones del OSCE, aprobado por el Decreto 
Supremo N° 076-2016-EF del 7 de abril de 2016; analizados los antecedentes y luego de 
agotado el debate correspondiente, por unanimidad; 

 

 
26  Criterio incorporado mediante Ley N° 31535, Ley que modifica la Ley N° 30225, Ley de Contrataciones del 

Estado, a fin de incorporar la causal de afectación de actividades productivas o de abastecimiento por crisis 
sanitarias aplicable a las micro y pequeñas empresas (MYPE), publicada el 28 de julio de 2022 en el diario 
oficial “El Peruano”. 
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LA SALA RESUELVE: 
 

1. SANCIONAR a la empresa LEPACOM E.I.R.L. (con R.U.C. N° 20491304490), por el 

periodo de treinta y nueve (39) meses de suspensión temporal en su derecho de 

participar en procedimientos de selección, procedimientos para implementar o 

extender la vigencia de los Catálogos Electrónicos de Acuerdo Marco y de 

contratar con el Estado, por haber presentado documentos falsos como parte de 

su oferta y por su responsabilidad al haber incumplido injustificadamente con su 

obligación de perfeccionar el contrato, en el marco de la Licitación Pública N° 003-

2019-VIVIENDA/VMCS/PNSU-1, para la contratación de la ejecución de obra 

“Etapa I del proyecto mejoramiento y ampliación del sistema integral de agua 

potable y saneamiento en las localidades de Coata, Sucasco y Almozanche, distrito 

de Coata – Puno – Puno, CUI 2188775”, convocada por el Programa Nacional de 

Saneamiento Urbano, por los fundamentos expuestos; el cual entrará en vigencia 

a partir del sexto día hábil siguiente de notificada la presente resolución. 

 

2. SANCIONAR a la empresa SOLUCIONES EFICIENTES PERU E.I.R.L. (con R.U.C. N° 

20603439156), por el periodo de treinta y nueve (39) meses de suspensión 

temporal en su derecho de participar en procedimientos de selección, 

procedimientos para implementar o extender la vigencia de los Catálogos 

Electrónicos de Acuerdo Marco y de contratar con el Estado, por haber presentado 

documentos falsos como parte de su oferta y por su responsabilidad al haber 

incumplido injustificadamente con su obligación de perfeccionar el contrato, en el 

marco de la Licitación Pública N° 003-2019-VIVIENDA/VMCS/PNSU-1, para la 

contratación de la ejecución de obra “Etapa I del proyecto mejoramiento y 

ampliación del sistema integral de agua potable y saneamiento en las localidades 

de Coata, Sucasco y Almozanche, distrito de Coata – Puno – Puno, CUI 2188775”, 

convocada por el Programa Nacional de Saneamiento Urbano, por los 

fundamentos expuestos; el cual entrará en vigencia a partir del sexto día hábil 

siguiente de notificada la presente resolución. 

 

3. SANCIONAR a la empresa SECURGRAMA S.R.L. (con R.U.C. N° 20348938704), por 

el periodo de cuarenta (40) meses de suspensión temporal en su derecho de 

participar en procedimientos de selección, procedimientos para implementar o 

extender la vigencia de los Catálogos Electrónicos de Acuerdo Marco y de 

contratar con el Estado, por haber presentado documentos falsos como parte de 

su oferta y por su responsabilidad al haber incumplido injustificadamente con su 

obligación de perfeccionar el contrato, en el marco de la Licitación Pública N° 003-
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2019-VIVIENDA/VMCS/PNSU-1, para la contratación de la ejecución de obra 

“Etapa I del proyecto mejoramiento y ampliación del sistema integral de agua 

potable y saneamiento en las localidades de Coata, Sucasco y Almozanche, distrito 

de Coata – Puno – Puno, CUI 2188775”, convocada por el Programa Nacional de 

Saneamiento Urbano, por los fundamentos expuestos; el cual entrará en vigencia 

a partir del sexto día hábil siguiente de notificada la presente resolución. 

 

4. Disponer que, una vez que la presente resolución haya quedado 

administrativamente firme, la Secretaría del Tribunal registre la sanción en el 

módulo informático correspondiente del Sistema Informático del Tribunal-SITCE. 

 

5. Remitir copias del anverso y reverso de los folios del 1 al 469, 965 al 1062, del 

expediente administrativo sancionador, así como copia de la presente resolución, 

al Ministerio Público – Distrito Fiscal de Lima, de acuerdo con lo señalado en el 

fundamento 77 de la presente resolución. 

 

Regístrese, comuníquese y publíquese. 
 
 

 
PRESIDENTE 

 
 

VOCAL       VOCAL 
 
ss. 
Quiroga Periche. 
Chávez Sueldo. 
Paz Winchez. 
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